
64 Miércoles 14 diciembre 1994 _BOE núm.. 298. Suplemento

27466 Sala Primera. Sentencia 305/1994, de 14 de
noviembre de 1994. Recurso de amparo
2.896/1993. Contra Sentencia de la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del 7:S.J. de

. Castilla y León, con sede en Burgos.. Vulne­
ración del derecho a la tutela judicial efectiva:
incongruencia omisiva.

. La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la .Vega Benayas, don Vicente Gimeno .
Sendra, don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha. pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.896/93, promovido
por don Feliciano Gozalo Vaquero, representado. por el
Procurador de los Tribunales don Roberto Granizo Palo­
meque y asistido pór el Letrado don José Antonio Gar­
cía-Trevijano Garnica, contra la Sentencia de .Ia Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla y León, con sede en Burgos, de fecha
21 de julio de 1993. Han intervenido la Comunidad Autó­
noma de Castilla y León, representada por su Letrado
don Mariano Nieto Echevarría; don José Nieto López
Guerrero, representado por don José Luis Pinto Mara­
botto y asistido por don Fernando Hernández Espino
y el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado
don Fernando García-Mon y González-:-Regueral, quien
.expresa el parecer ~e la Sala. "'"

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este. Tribunal el 30 de
septiembre de 1993, don Roberto Granizo Palomeque,
Procurador de los Tribunales, interpuso en nombre y
representación de don Feliciano ~ozalo Vaquero recurso
de amparo contra la Sentencia de 21 de julio de 1993,.
dictada por la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León, con sede
en Burgos. Se alega vulneración de los derechos de los
apartados 1y 2 del arto 24 C.E.

2. Los hechos en los que se fundamenta la demanda
son, sucintamente expuestos, los siguientes:

a) El actor participó en un concurso de méritos entre
funcionarios para cubrir la plaza de Jefe del Servicio
Territorial de Economía de Avila, convocado por Orden
del Consejero de Presidencia y Administraqión Territorial
de la Comunidad Autónoma de Castilla y León, de 15
de marzo de 1990 (publicada en el «Boletín Oficial» de
dicha Comunidad el día 2~ del mismo mes y año).

b) La mencionada Orden disponía que la valoración
de los méritos debía de realizarse· de acuerdo con lo
dispuesto en el Decreto Autonómico 222/1988, de 1
de diciembre, según el cual se valorarían por separado
unos méritos generales (nivel, cursos para funcionarios,
titulaciones académicas y antigüedad) y otros espeCíficos
(experiencia profesional, cursos de perfeccionamiento y
los denominados «otros méritos específicos» entre los
que se incluyen.tesis doctorales, titulaciones específicas
no valoradas previamente, publicacio.nes, etc.).

c) Por Orden de 26 de junio de 1991 se resolvió
provisionalmente el concurso, adjudicándose la plaza al
ahora recurrente con una puntuación de 38,90 puntos.

d) Mediante nueva Orden de 28 de octubre
de 1991, se resolvió definitivamente el concurso, modi­
ficándose la resolución anterior y adjudicándose la plaza
a don José Nieto López-Guerrero, con 36,35 puntos.
Posteriormente, la Administración precisó que la pun­
tuación inicial del recurrente se debió a un error de -cóm­
puto y que ésta ascendía realmente a un total de 35,90
puntos.

e) Contra dicha Orden se interpuso recurso de repo­
siciónen el que el recurrente solicitaba que le fuera
concedida la plaza en cuestión; impugnaba la calificación
que le había otorgado la Comisión de Val9ración· seña­
landa igualmente que, respecto ~ la puntuación otorgada
a don José Nieto López-Guerrero~ no podía hacer ale­
gación alguna «hasta tanto _no se cubra el trámite de
vista solicitado». El recurso fue desestimado por Reso­
lución del Consejero de 11 de agosto de 1992, contra
la que se interpuso recurso contencioso-administrativo.
Emplazado para formalizar la demanda el recurrente soli­
citó, al amparo del arto 70 de la Ley jurisdiccional, que
se recabara de la Administración el envío del expediente
completo, ya que entre la. documentación remitid~ no
se encontraba la correspondiente al adjudicatario de la
plaza ni la valoración de los méritos del recurrente con­
tenida en los apartados 2.2 y 2.3 de las bases del con­
curso, a lo que accedió la Sala. En la demanda se denun­
ció de nuevo la no aportación de parte de los documentos
y se cuestionó -con la reserva de desconocer dichas
Actas- la puntuación otorgada. al señor Nieto
López-Guerrero; se sostuvo, asimismo, la procedencia de
incrementar la puntuación del señor Gozalo Vaquero en
11,15 puntos, que se habrían omitido indebidamente.
Se solicitó, por último, el recibimiento a prueba, con
el objeto de esclarecet:- la puntuación que en el apar­
tado 2.3, «otros méritos», de las bases del concurso,
otorgó la COlJlisión al adjudicatario de la plaza.

Recibido el pleito a prueba, se reiteró por el recurrente
. la solicitud de que se aportaran las mencionadas actas.

Dicha prueba fue admitida por la Sala y no practicada.
f) La Sentencia que desestimó el recurso señaló la

improcedencia de auméntar la puntuación del recurrente
por entender que la experiencia acred.itada no Jo fue
como funcionari.o, y no entró en el análisis de la correc­
ción de la puntuadón del señor Nieto por considerar
que no h~bía sido i{Ylpugnada.

3. Contra dicha Sentencia se interpone el presente
recurso de amparo, interesando su nulidad. Se reprocha
a esta resoluciÓfl la infracción del art. 24 C.E. por dos
motivos. En primer lugar, se considera vulnerado el dere- .
cho a la tutela judicial efectiva debido a que el órgano
judicial ihcurrió en incongruencia omisiva desde el
momento en que rechazó entrar a exa.minar la corrección
de la puntuación otorgada' al adjudicatario de la plaza
por entender que tal pretensión no se encontraba en
la demanda: cuando de ésta puede desprenderse fácil­
·mente que tal extremo constituía una de las causas de
pedir. Se trata, en opinión del recurrente, de un error
patente del juzgador que tiene gran transcendencia para
la resolución final por el estrecho margen de diferencia
existente entre las puntuaciones de ambos concursantes.

En segundo lugar, se afirma que -el órgano judicial
ha lesionado el derecho a la defensa al no haber traído
al proceso contencioso-administrativo las actas acredi­
tativas de la puntuación del señor Nieto, especialmente
la relativa a la puntuación obtenida bajo el concepto
«otros méritos». Aunque es cierto, afirma el recurrente,
que la valoración sobre la pertinencia de un medio de
prueba corresponde al juzgador y entra en el campo
de la legalidad ordinaria, cuando la negativa a la práctica
de una prueba concreta afecta directamente a la defensa,
el problema traspasa los límites de la legalidad ordinaria
para entraren el ámbito propio del arto 24 de la Cons-
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titución. Esto es lo que ocurriría en el presente caso,
ya que la prueba admitida y no practicada sería decisiva
para el resultado final del proceso. Por otra parte, lo
que se discute no es la procedencia o no de la dene­
gación de una prueba, sino el comportamiento del órga­
no judicial que la valoró como necesaria. pero que pos­
teriormente no exigió que se practicara, sin razonar tam-­
poco por qué había cambiado de criterio. Entiende el
recurrente que la explic'aciÓri de que ~a prueba no se
practicara hay que buscarla en el ,hecho de que, al no
entrar el órgano judicial en el examen de la puntuación
del adjudicatario de la plaza, tal prueba carecía de interés,.
pero como se indicó anteriormente; el Tribunal debía,
por imperativo del principio de congruencia, haber revi­
sado dicha puntuación.

Por tales motivos se solicita de este Tribunal que anule
la resolución impugnada y ordene la retroacción de las
actuaciones al momento inmediatamente anterior a dic­
tar Senteneia, para que se practique' la prueba solicitada
y se falle sobre la corrección jurídica de la puntuación
asignada al señor Nieto LÓpez-Guerrero.

4. Mediante providencia de 14 de marzo de 1994,
la Sección Primera de este Tribunal acordó admitir a
trámite la demanda de amparo y requerir a la Sala de
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla y León para que remitiera testimonios
del recurso núm. 275/92 y emplazara a quienes fueron
parte en el mencionado procedimiento para que puedan
comparecer en este proceso.

5. Mediante nuevo proveído, de 3 de mayo del mis­
mo año, la Sección Primera acordó tener por recibido
el testimonio de las,actuaciones remitido por el Tribunal
Superior de Justicia de Castilla y León, y por personados
y partes al Letrado don Mariano Nieto Echevarría y al
Procurador de los Tribunales don José Luis Pinto Mara­
botto, en nombre y representación de la Comunidad
Autónoma de Castilla y León y de don José Nieto
López-Guerrero, respectivamente, concediendo un plazo
de veinte días a todos los personados en el proceso
para que presentasen las oportunas alegaciones.

6. La representación procesal del recurrente,
mediante escrito registrado el 13 de mayo de 1994,
reiteró su escrito inicial, por estar planteado el debate
en idénticos términos.

7. El 26 de mayo de 1994 se registró el escrito
de alegaciones que don José Luis Pinto Marabotto for­
muló en representación de don José Nieto López-Guerre­
ro. Se sostiene en el mismo la adecuación de la Sentencia
impugnada al texto constitucional y, ello, por las siguien­
tes razones. No puede apreciarse incongruencia omisiva
alguna pues, aunque es cierto que en la demanda se
discrepa sobre la puntuación otorgada al señor Nieto
López-Guerrero, tal discrepancia no se formuló finalmen­
te como objeto del debate,' quedando limitado el mismo
a la puntuación otorgada al señ,or Gozalo Vaquero. Y
por lo que respecta a la infracción del derecho a la defen­
sa, tampoco puede apreciarse, ya que el acta de la Comi­
sión de Valoración que se solicitó como prueba (la núm.
133) lue enviada por la Administración y consta' unida
al ramo de prueba de la parte solicitante.

~ .

8. El 27 de mayo se registra en este Tribunal el
escrito de alegaciones del Ministerio Fiscal. Entiende el
Ministerio Público que la Sentencia impugnada ha vul­
nerado el derecho a la tutela judicial efectiva del deman­
dante, al incurrir en una incongruencia omisivaderivada,
tal vez, de un error en la, lectura de la demanda, pues
de la misma se desprende que iba dirigida a la anulación
de la Orden que resolvió deforma definitiva el concurso
de méritos, anulación que se solicitaba a través no sólo
de la discusión de la puntuación otorgada al de-man-

dante, sino también de la otorgada al adjudicatario de
la plaza. Por ellp, la manifestación hecha en la Sentencia
recurrida de que «antes de nada, es preciso hacer constar
que no se impugna la puntuación que ,correspoñde a~

.señor Nieto que, de este modo, ha de permánecer intan­
gible», responde aun error patente que condujo a la
Sala a no resolver sobre una impugnación claramente
efectuada en la demanda.

En cuanto a la vulneración del derecho a la defensa,
recuerda el Ministerio Fiscal 'que es preciso tener en
cuenta la jurisprudencia reiterada del Tribunal Consti- ,
tucional que equipara la inadmisión de pruebas con la
admisión y no práctica de las mismas, y que exige, en
todo caso (SSTC 30/1986, 147/1987 Y50/1988, entre
otras) que el demandante argumente o razone la rele­
vancia que para el fa,II0 tuvo dicha inejecución, pues
sólo en el caso de que el fallo hubiera sido otro si la
prueba se hubiera realizado, podría apreciarse dicha vul­
neración. En el presente caso, el demandante de amparo
ha alegado la indefensión 'que lé produjo la falta de prác-
tica de la prueba solicitada y admitida, sin que la Sen­
tencia dictada razone por qué finalmente dejó de prac­
ti,carse, cuando además hubiera, resultado fácil la apor­
tación de las actas requeridas. La única' referencia que
podría servir' para justificar el que no se practic'ara la
prueba sería la que da lugar a la Rosible incongruencia
omisiva, es decir, que se hubiera entendido por la Sala
qlJe no se había impugnado la puntuación del adjudi­
catario definitivo de la plaza.

Por las anteriores consideraciones el Fiscal entiende
que procede dictar Sentencia que estime el recurso de
amparo en todos 'Sus términos.

9. Mediante escrito registrado el 30 de mayo en
el Decanato de los Juzgados de Guardia de Madrid, for'"
muió sus alegaciones el Letrado de la Junta de Castilla
y León. En dicho escrito se sostiene, en primer lugar,
la falta de fundamento de la alegada incongruencia omi­
siva, ya que el recurrente no tildó de ilegal la calificación
obtenida por el señor Nieto López-Guerrero, si bien con
la salvedad. del resultado que arrojara la prueba que se
solicitaba. Por otra parte, esa calificación no es suscep­
tible de ser controlada judicialmente, al 'menos en cuanto
a su núcleo central, pues según jurisprudencia reiterada
del Tribunal Supremo, los Tribunales de Oposiciones y­
la Comisiones deValoración de los concursos de méritos
gozan de discrecionalidad técnica, por .19 que, aunque
se hubiera practicado la prueba solicitada, no se hubiera
podido conocer la- puntuación que se había otorgado
al adjudicatario de'laplaza por cada uno de esos méritos
específicos ,y, por ello, aunque se estimara el presente
recurso de amparo, no vería el actor mejorada su suerte.

En cuanlo a la indefensión que se' habría producido
por no haberse practicado la prueba solicitada y admi­
tida, pone de relieve el Letrado de la Comunidad Autó­
noma que se denuncia por primera vez en la demanda
de amparo constitucional, cuando se pudo y debió ser
denunciada tan pronto como se le,notificó al actor la
diligencia de ordenación que le daba cuenta de que había
transcurrido el período probatorio, advirtiéndole que con­
tra esa resolución cabía recurso de revisión en el plazo
de cinco días. '

Al no haberse interpuesto tal recurso, no se ha cum­
plido el requisito previsto, en el art. 44. 1 a) LOTC. Por
otra parte, se afirma que no es cierto que la Adminis­
tración no remitiera a la Sala el acta de la sesión en
que la Comisión evaluó los «otros méritos específicos)},
pues dicha acta, que lleva el núm. 3, se halla incorporada
en autos y en la misma se indica que 'tanto al actor
como al -demandado se les otorgó en -dicho apartado
un total de 11 puntos. /
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10. Por providencia de 10 de noviembre de 1994,
se señaló para la deliberación y votación de la presente
Sentencia el día 14 siguiente.

11. Fundamentos jurídicos

1. El presente recurso de amparó se dirige contra
la Sentencia de ,la Sala de lo Contencioso-Administrativo
del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y León que
desestimó el recurso planteado por don Feliciano Gozalo
Vaquero contra la Orden de dicha Comunidad Autónoma
por la que se adjudicó la plaza de Jefe del Servicio Terri­
torial de Economía de Avila a dar) José Nieto
LÓpez-Guerrero. El demandante considera que la Sen­
tencia vulnera su derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.) por incurrir en incongruencia omisiva al
no pronunciarse ni resolver sobre la corrección de la.
puntuación otorgada al adjudicatario definitivo de la pla­
za, cuando esa era precisamente una de las causas de
pedir de la demal)da. Se alega igualmente, la lesión del
derecho a la defens'a (en realidad a la utilización de los
medios de prueba pertinentes ex art; 24.2 C.E.), que
se habría producido -a juicio del recurrente- por no
practicarse una prueba que había solicitado de, forma
expresa y que fue declarada pertinente por el órgano
judicial, y cuyo objeto era comprobar la corrección de
la mencionada puntuación' asignada al' señor Nieto.

Tanto el recurrente como el Ministerio Fiscal coin­
ciden en señalar que las dos vulneraciones alegadas se
encuentran en estrecha conexión. Siendo ello así, razo­
nes de orden sistemático aconsejan examinar, en primer
lugar, si se ha producido la primera de ellas, pues, de
negarse a la conclusión de que el recurrente no babía
impugnado la puntuación del señor Nieto López-Guerre­
ro, como se afirma en la Sentencia impugnada, la prueba
no practicada -dirigida precisamente a verificar ese

'extremo carecería. de toda relevancia para la defensa
de su pretensión.

No así en el supuesto de que se haya impugnado,
en cuyo caso la Sala sentenciadora será la que habrá
de acordar lo que estime procedente en orden a la prác­
tica de la prueba propuesta. ,

2. Así centrados los términos del presente recurso,
no es ocioso recordar que es doctrina reiterada de este

'Tribunal que el viCio de incongruencia, en sus distintas
modalidades, entendido como desajuste entre el fallo
judicial y los términos en que las partes formulan sus
pretensiones, puede entrañar una efectiva denegación
del derecho a la tutela judicial. Para realizar el juicio
sobre la congruencia dé la resolución judicial es nece­
saria la confrontación entre su parte dispositiva y el obje­
to del proceso, delimitado por referencia a sus elementos
subjetivos (partes) y objetivos (causa de pedir y petitum),
yen relación con estos últimos, la adecuación debe aten­
der tanto al resultado que el litigante pretende obtener
como a los hechos que sustentan la pretensión en que
se basen, no pudiendo 1& resolución judicial modificar
la causa petendi (SSTC 144/1991, fundamento jurídico
2.°; 88/1992, fundamento jurídico 2.°; 280/1993, fun­
damento jurídico 2.°, y 122/1994, fundamento jurídico ­
2.~, entre otras). Olvidar y omitir la causa de pedir entra­
ña, por tanto, una denegación técnica de justicia que
incide en el derecho fundamental de defensa, (SSTC
88/1992, fundamento jurídico 4.°, y 280/1993, fun­
damento jurídico 27°). Ahora bi~n, no toda incongruencia
omisiva es, per se, Causante de indefensión. En ocasiones
el silencio del órgano judicial puede entenderse como
.una desestimación tácita qLie satisfaga las exigencias
del derecho a la tutela judicial (SSTC,59/1983, funda­
mento jurídico 1,°; 280/1993, fundamento jurídico 3.°,
y 122/1994, fundamento jurídico 2.°). Para determinar
si se ha producido una incongruencia omisiva vulnera­
dora del arto 24.1 C.E. es preciso, por tanto, examinar

si la cuestión fue efectivamente planteada, y si existe
ausencia de respuesta razonada (SSTC 5/1990 funda­
,mento jurídico 3.°; 198/1990, fundamento jurídico 2.°;
150/1993, fundamento jurídico 3.°, y 280/1993, fun­
damento jurídi~9 2.°), bien explícita, bien implícita pero
que resulte sufiCiente para entender que se ha producido
una desestimación tácita justificada.

3, Centrándonos ya en el presente caso, es palmario
el silencio de la Sentencia sobre la fundamental causa
de ped.!r de la de:manda ya que, lejos de responderse
ala misma se afirma que «antes de nada, es preciso
hacer constar que no se impugna la puntuación que
corresponde al señor Nieto que por tanto, ha de per­
manecer intangible» (fundamento de Derecho 2.°). No
hay por tanto contestación, ni expresa ni tácita, a la
cuestión planteada, o mejor dicho, no hay otra contes­
tación que la de afirmar categóricamente que no ha sido
planteada., . . • ~

Es preciso, por tanto, determinar si la cuestión había
sido 'efectivamente planteada. Es cierto que en eJ he­
cho XV -y último de la demanda contencioso-adminis­
trativa se señala, sin ponerse en cuestión, que la pun­
tuación del señor Nieto López-Guerreroera de 36,35
puntos, pero tal mención no tiene por que entenderse
c.~mo una aceptación de la misma, máxime cuando pre­
Viamente los hechos XII, XIII y XIV se dedicaron a cues­
tionarla. En realidad, el desacuerdo del 'recurrente con
la puntuación obtenida por el otro con'cursante se des­
prende de forma clara de los distintos escritos que se
formularon a lo larg,o tanto del recurso administrativo
como del posterior proceso jurisdiccional. Así, en el recur­
so de reposición se señaló que, previamente y al objeto
de su interposición, se había solicitado vista de los expe­
dientes de don José Nieto López-Guerrerp y del propio
recurrente sin que se hubiera qtorgado (hecho núm. 4).
Dicha solicitud fue reiterada eh el «suplico» del escrito
de interposición del recurso contencioso-administrativo,
y en el hecho XIV de la demanda, en' la que, asimismo,
se solicitaba ·el recibimiento a prueba al objeto de escla­
recer la puntuación que en el apartado 2.3, relativo a
«otros méritos», se había otorgado al señor Nieto, soli­
Gitud que se reiteró en el escrito en el que el recurrente
propuso los medios de prueba que estimó pertinentes
[escrito de 21 de marzo de 1993, apartado 2.° B)].

Por otra parte, la Sala, como no podía ser menos,
tuvo plena constancia de tales solicitudes, disponiendo
en diversas ocasiones (providencias de 1 de julio
de 1992, y de 4 y 27 de septiembre del mismo año)
q~e se reclamara de la Juntad~ Castilla y León el expe­
diente completo de ambos concursantes, admitiendo,
además, mediante providencia de 5 de abril de 1"994,
las pruebas propuestas por el recurrente. Tambiénresul­
ta altamente s'ignificativo que en sus escritos de opo­
sición a la demanda tanto el Letrado de la Comunidad
Autónoma (fundamentos de Derecho quinto y sexto)
como el propio señor Nieto (fundamento de Derecho
sexto) contestaran expresamente a las alegaciones sobre
la puntuación de este último.

Hemos de concluir por tanto con el Ministerio Fiscal
que la demanda contencioso-administrativa iba dirigida
a la anulación de la Orden que resolvió el con'curso,
a través no sólo de la discusión de la puntuación otorgada
al demandante (que fue desestimada y que no efecta
al presente recurso de amparo), sino también de la
impugnación de la puntuación otorgada a quien resultó
ser def~nitivo adjudicatario de la plaza. En consecuencia,
la afirmación contenida en la resolución objeto de este
recurso de que no se impugna la puntuación que corres­
130nde al señor Nieto sólo puede entenderse o como
un error ......por omisión en la lectura de la demanda -co­
mo apunta el Ministerio Público o como una interpre­
tación equívoca de los términos en que ésta se,encuentra
redactada, pues de los datos reseñados se deduce que
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dicha impugnación era una de las causas de pedir. Al
tenerla erróneamente como no existente se ha lesio­
nando el derecho del recurrente a la tutela judicial; y,
estimado este motivo como suficiente para otorgar el
amparo, no debe. este Tribunal pronunciarse sobre la
prueba propuesta, admitida y no practicada por corres­
ponder a la Sala, una vez subsanado el error, pronun­
ciarse sobre todo lo relacionado con dicha impugnación.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons­
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE lE CONFIERE LA CONSTITUCiÓN
DE LA NACiÓN ESPAÑOLA, "

Ha decidido

Estimar el recurso de amparo promovido por don Feli­
ciano Gozalo Vaquero y, en consecuencia:

1.° Reconocer su derecho a la tutela judicial efec­
tiva.

2,° Anular la Sentencia de 21 de julio de 1993 dic­
tada por" la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior d~ Castilla y León en el recurso con­
tencioso-administrativo núm. 275/92.

3.° Retrotraer las actuaciones judiciales al momento
procesal proceóente para que la Sala se pronuncie sobre
todos los extremos planteados en la demanda.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado)).

Dada en Madrid, a catorce de noviembre de mil nove­
cientos noventa y cuatro.-Miguel Rodríguez-Piñero y
Bravo-Ferrer.-Fernando -García-Mon y González-Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Vicente Gimeno Sen­
dra.-Rafael de Mendizábal Allende.-Pedro Cruz Villa-

- lón.-Firmado y rubricado.

27467 Sala Primera. Sentencia 306/1994, de 14 de
noviembre de 1!J94. Recurso de "amparo
3. 158/1993. Contra Sentencia de la $ala-de
lo Contencioso-Administrativo ·del T.S.J. de
Castilla y León recaída en recurso contencio­
so-administrativo contra Resolución del
Gobernador' Civil de Burgos sobre sanción.
Vulneración del principio de legalidad: sanción
sin cobertura legal.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues­
ta por don Miguel Rodríguez-Piñero y Bravo-Ferrer, Pre­
sidente; don Fernando García-Mon y González-Regueral,
don Carlos de la Vega Benayas, don Vicente Gimeno
Sendra,don Rafael de Mendizábal Allende y don Pedro
Cruz Villalón, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 3.158/93, promovido
por don Antonio Gallego Cantero, representado por la
Procuradora de los Tribunales doña Aurea González Mar­
tín, asistida de la Letrado doña María Teresa Gallego
Cantero, contra Senten'cia de la Sala de lo Contencio­
so-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de
Castilla y León, de 24 de septiembre de 1993, recaída
en recurso contencioso-administrativo dirigido" contra

Resolución del Gobernador C¡vil de Burgos sobre" san­
ción. Han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado
del Estado. Ha sido Ponente el Presidente don Miguel
Rodríguez-Piñero yBravo-Ferrer, quien expresa el parE;}cer
de la Sala.

l. Antecedentes

1. Por escrito registrado en este Tribunal el 26 de
octubre de 1993, doña Aurea González Martín: Procu­
radora de los Tribunales, en nombre y representación
de don Juan Antonio Gallego Cantero, interpuso recurso
de amparo contra la Sentencia de la Sala de lo Con­
tencioso-Administrativo del Tribunal Sup'erior de Justicia
de Castilla y León, de 24 de septiembre de 1993, recaída
en el recurso contencioso administrativo núm. 433/92.

2. El recurso de amparo se basaba en los siguientes
hechos:

a) El aetor fue sancionado con multa de 100.000
pesetas por Résolución del Gobernador Civil de Burgos,
de feGha 9 de octubre de 1991, motivada porincum­
plimiento del horario de cierre del bar «La Farándula))~
La sanción se fundamentaba jurídicamente en la Ley
de Orden Público de 30 de julio de 1959 ·(art. 2.4), que
tipificaba como infracción <e1a desobediencia a las deci­
siones- que la Autoridad o sus agentes tomaran para
conservarlo)) materializándose dicha decisión en la Reso­
lución gubernativa de 22 de noviembre de 1990, publi­
cada en el B.O.P. núm. 230, de' 30 de noviembre
de 1990, dictada en el ejercicio de las funciones atri­
buidas a dicha Autoridad por el arto 15 y 16 c) y e)
del Real Decreto 3.117/1980, de 22 de diciembre, regu­
lador del Estatuto de los Gobernadores Civiles y del arto
9.1 de la citada Ley de Orden Público. "

Asimismo, continuaba la Resolución, «es'competente
el Gobernador Civil" de la Provincia para corregir los
hechos denunciados en cuanto suponen infracción a las
medidas de policía contenidas en.la Circular núm: 4/90,
de 22 de novfembre, como también lo es para imponer
sanciones que no excedan de 500.000 pesetas~ según
determina el art. 2 del Real Decreto 110/1977, de 8
de. febrero," sin perjuicio de acordar, llegado el caso, el
cierre del establecimiento)).

b) Becurrida la sanción en alzada, la Subdirección
General de Recursos del Ministerio del Interior, por Reso­
lución de 5 de febrero de 1992 desestimó el recurso,
confirmando la sanción. .

c) Interpuesto recurso contencioso-administrativo,
la Sala del Tribunal Superior de Justicia de Castilla y
León dictó, el 24 de septiembre de 1993 (not. 30 sep­
tiembre) la Sentenciá hoy impugnada en amparo. Entre
otros motivos, fundaba el actor su impugnación en la
inadaptación de la sanción impuesta a las exigencias
derivadas del principio de legalidad del art. 25.1 C.E.

La Sala desestimó sus argumentos por los siguientes
motivos: siguiendo la doctrina del Tribunal Supremo en
Sentencia de 10 de julio de 1991, dictada en recurso
extraordinario de revisión núm. 30/91, para unificar la
«fluctuante)) doctrina del alto Tribunal, consideraba ajus­
tado a Derecho el Reglamento de Policía de Espectáculos
Públicos y Actividades Recreativas (Real Decreto
2.816/1982, de 27 de agosto) y, en particular los
arts. 81 y 82 del mismo," porque el Reglamento hallaba
cobertura en la Ley de Orden Público [art. 2 e), 2 i)
y 2 n) de la referida Ley], ajustada su interpretación
a los criterios del art. 3.1 C.C., «ya que en un estado
de normalidad, el orden público es un concepto que
puede integrar al de tranquilidad pública)), que podía
verse alterada por la apertura, hasta altas horas de la
noche, de'un establecimiento público. «La misma ausen­
cia de contenido innovador sustancial en la qescripción


